Acta Nº. 86-2003


ACTA Nº. 86-2003
Sesión celebrada por el Tribunal Supremo de Elecciones a las ocho horas y treinta minutos del veintiuno de agosto de dos mil tres, con asistencia de los señores Magistrados Fonseca Montoya, quien preside; Sobrado González y Fallas Madrigal. 

ARTICULO PRIMERO.-  Se leyó y aprobó el acta de la sesión inmediata anterior.
ARTICULO SEGUNDO.-  Se conocen los siguientes asuntos:

a)  Del señor Fernando Víquez Jiménez, Director Ejecutivo, se conoce memorando Nº. 1795, de 20 de agosto de este año, mediante el cual recomienda la aprobación de la Solicitud de Pedido Nº. 091 que  adjunta, para atender la compra de rollos de cubierta plástica protectora para la producción de las cédulas de identidad.
Se acuerda:  Aprobar.  ACUERDO FIRME.

b) De los señores Mary Anne Mannix Arnold, Asesora Jurídica a.i., y Gilberto Gómez Guillén, Contador del Tribunal, se conoce oficio Nº. A.J. 213-2003, de 20 de agosto de este año, en el que literalmente informan lo siguiente:
“Por este medio nos referimos a su oficio N°. 2388-2003, en el cual se comunica el acuerdo tomado por el Tribunal en Sesión N°. 82-2003, celebrada el 7 de agosto del año en curso, artículo segundo, relacionado con el reclamo administrativo contenido en el oficio N°. SP-2003-044 de 5 de agosto del 2003, suscrito por el Ing. Jorge Villalobos Clare, apoderado generalísimo de la empresa Unisys de Centro América S.A.

a. Resumen de los argumentos del reclamante.

El representante de la firma Unisys de C.A.S.A. indica que en fecha 25 de enero del 2002, se suscribió el contrato con el Tribunal Supremo de Elecciones con el fin de proveer el material para la confección de cédulas de identidad por un monto global de seiscientos ocho mil ciento dieciséis dólares ($ 608.116).  Este contrato fue debidamente aprobado y refrendado por la Contraloría General de la República el 27 de febrero del 2002. En la cláusula octava del mismo se estableció que la forma de pago sería por medio de carta de crédito local, según las entregas que se realizarían de los suministros previo recibo a satisfacción de los mismos por parte del órgano fiscalizador.

El monto del contrato se pagaría en dólares o en su defecto en colones costarricenses al tipo de cambio de la fecha de pago y no de la emisión de la factura ni de la aprobación de la misma, esto por acuerdo de partes.

Según indica el señor Villalobos Clare, el Tribunal en forma equivocada ha establecido que, “...el diferencial cambiario, al cancelar las facturas en colones, y no en dólares norteamericanos, debe ser calculado, tomando como base no la fecha de emisión de la factura, sino ... debe ser pagado hasta la fecha del acuerdo de pago y no hasta la fecha de su efectivo pago, puesto que con ello se viola el principio de autonomía y de equilibrio del contrato...” (Reclamo administrativo Unisys de C.A.S.A. del 5 agosto de 2003. p. 3).

En consecuencia solicitan se declare que:

a. El Estado debe reconocer el pago de diferencial cambiario calculado desde la fecha de la facturación, hasta la fecha de su efectivo pago.

b. Unisys de C.A.S.A. tiene derecho a que se le reconozca intereses de mora al tipo de ley, sobre las sumas que resulten del monto del diferencial cambiario respectivo calculado a la fecha de su respectivo pago.

b. Antecedentes.

i. El 25 de enero del 2002, el Tribunal Supremo de Elecciones suscribió el Contrato para la compra de elementos para la producción de la cédula de identidad, con la firma Unisys de Centro América S.A. Dicho contrato fue refrendado el 27 de febrero del 2002 por la Contraloría General de la República.

ii. El precio del contrato se pactó en dólares pagaderos mediante carta de crédito  de conformidad con las entregas que se realizarían de los suministros, previo recibo a satisfacción por parte del órgano fiscalizador (cláusula octava del contrato).

iii. En sesión N°. 157-2002 celebrada el 3 de diciembre del año 2002, artículo tercero, el Tribunal conoció el oficio N° 802-2002 de 26 de noviembre, del señor Contador del Tribunal en el cual indicó que en la Contaduría se habían recibido  para trámite de cobro cinco facturas de gobierno a favor de Unisys de C.A.S.A.  con los números de factura comercial 10414, 10445, 10318, 10316 y 10317 por concepto de diferenciales cambiarios. Al respecto se dispuso que la Asesoría Jurídica redactara los proyectos de resolución administrativa con el propósito de hacer el  pago correspondiente con cargo a la subpartida 814 ( oficio 5397-2002 Secretaría T.S.E.)

iv. En resolución N°. 2290 del 5 de diciembre del 2002 el Tribunal dispuso girar a favor de la empresa Unisys de C.A.S.A. la suma total de ¢12.035.502,86 para atender el pago del diferencial cambiario de conformidad con las facturas anteriormente indicadas.

v. Mediante oficio N°. 16522  de fecha  20 de diciembre 2002, suscrito por el Lic. José Luis Alvarado Vargas, Gerente de Área de Servicios Gubernamentales, de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, se devuelven sin el visado de ley, las facturas de Gobierno a nombre de Unisys de C.A.S.A., indicándose que la información remitida no era suficiente para valorar la procedencia del reconocimiento (ver además oficio 16396 del 19 de diciembre del 2002 del Lic. Manuel Corrales Umaña. (sic) Jefe de la Unidad de Autorizaciones y Aprobaciones de la Contraloría General de la República).

vi. En oficio N°. 512-2003 del 23 de julio del año en curso, de la Contaduría Institucional, se devolvió sin el trámite respectivo las facturas comerciales con sus respectivas facturas de gobierno a la empresa Unisys de C.A.S.A indicándose que   fueron devueltas por el Órgano Contralor. Esta actuación fue conocida por el Tribunal en la sesión N°. 78-2003, del 24 de julio de 2003, artículo segundo (oficio 2285-2003 Secretaría del T.S.E.).

c. Sobre las pretensiones de la empresa reclamante.

c.1. Cálculo del diferencial cambiario.

En oficio DAJ-1950 de fecha 23 de octubre de 1997 el Lic. Elías Delgado Aiza Subdirector General del Área de Contratos de la Contraloría General de la República se refiere al reconocimiento del diferencial cambiario al cancelar obligaciones contraídas en dólares. Específicamente, si en los contratos cuyo precio se pacta en dólares, pero que se paga en colones, el diferencial  cambiario se debe reconocer  desde la presentación de la factura de cobro hasta el acuerdo de pago, hasta su efectivo pago o en ningún caso.

Indica el Órgano Contralor  en el oficio citado que conviene recordar que:

“...nuestro ordenamiento jurídico contempla la posibilidad de acordar el pago de bienes y servicios en moneda extranjera, como lo señaló la Sala Constitucional mediante el voto N°. 3495-92 a las 14:30 horas del 19 de noviembre de 1992... (sic)
Declarada la inconstitucionalidad del artículo 6 de la Ley de la Moneda, conforme a su reforma por Ley N° 6965, quedaba vigente el texto de la Ley N° 6223 y sobre el cual señala lo siguiente:

“No obstante, en el párrafo 2 in fine de esta última se faculta al deudor para descargar sus obligaciones contraídas en monedas extranjeras en colones al tipo de cambio oficial vigente a la fecha de pago; aspecto este (sic) en que la norma así restablecida resulta también inconstitucional, porque vendría a permitir un evidente desequilibrio en perjuicio de los acreedores, con manifiesta violación del artículo 45 constitucional...”.

Como consecuencia de lo indicado, el segundo párrafo de la norma que nos ocupa, debe entenderse así:

“Sin embargo, podrán celebrarse contratos y contraerse obligaciones en monedas extranjeras pudiendo, a opción del deudor, cancelarse en colones”:

El voto de marras establece que los colones deberán ser calculados conforme al valor comercial efectivo que tenga la moneda extranjera adeudada al momento del pago, es decir, a su valor real de intercambio, el cual debe responder a criterios suficientemente objetivos, comprobables y justos- esto último en cuanto a la justicia propia de la relación contractual, concretamente a la equivalencia en los intercambios y a la proporción en las distribuciones.

Como se puede apreciar, al posibilitarse la opción de contratar en dólares, también existe la alternativa para deudor de satisfacer su compromiso en colones.

Entratándose (sic) de las obligaciones en dólares que el Estado cancela en colones, se prevé un trámite necesario  antes de que el importe sea efectivamente recibido por la contraparte, lo que produce un diferencial cambiario que la Administración se encontraría obligada a reconocer, previo reclamo del contratista.

En nuestro criterio ese diferencial cambiario debe calcularse desde la presentación de la factura de cobro hasta la fecha del efectivo depósito del dinero y no hasta el acuerdo de pago. Lo anterior en virtud de que el acuerdo  de pago es parte del trámite que debe seguirse para obtener un resultado final, que es la efectiva cancelación del precio de los bienes y servicios recibidos ( el subrayado no corresponde al original).

El criterio anterior ha sido ratificado por el Gerente de Área de Servicios Gubernamentales, de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República,  en oficio N° 6209 del 13 de junio del 2003, ante la consulta planteada en oficio N°.083-2003 por la Contaduría Institucional,  adicionándose  que la pauta contenida en el oficio 13231 ( DAJ 1950) :

“... sin ambigüedad alguna, define dos momentos para poder determinar el monto que se debe reconocer por ese concepto, a saber aquel en que el proveedor presenta su factura de cobro ante la administración y aquel en que se le entrega el cheque o se le deposita en su cuenta la suma adeudada.

De lo anterior se desprende que para la aprobación de diferenciales cambiarios, deberá disponerse de evidencia suficiente que permita establecer el tipo de cambio- valor y fecha a la que corresponde- aplicando en cado uno de los momentos aludidos en el párrafo  anterior.  Dicha información es de esperar que se consigne en los documentos presupuestarios, contables, y financieros que sustenten la erogación propuesta.

Así las cosas, para efectos del estudio y visado de facturas de esa naturaleza, además de la observancia del principio contenido en el oficio 13231 supramencionado, se deben aportar todos los documentos que evidencien que se han dado las condiciones necesarias para que corresponda el pago.”

De conformidad con lo expuesto, el reconocimiento del pago por concepto de diferencial cambiario se hará desde el momento de la presentación de la factura de cobro por parte del contratista y hasta el deposito (sic) del pago en su cuenta.

En razón de que las facturas presentadas por Unisys de Centro América Nºs. 10414, 10445,10318,10316 y 10317 por concepto de diferenciales cambiarios no se ajustaban a lo establecido por la Contraloría General de la República, la Contaduría las devolvió por medio de oficio Nº. 512-2003 del 23 de julio del año en curso, con el propósito de que fueran sustituidas y que las mismas se respaldaran atendiendo las disposiciones emanadas por el ente contralor, indicándoles, además que para esos efectos se debía considerar  que  el tipo de cambio inicial a utilizar es el de la fecha de factura y el tipo de cambio final es el de la fecha del depósito.

c.2. Pago de intereses por mora sobre las sumas que resulten como pago del diferencial cambiario.

El artículo 19 de la Ley de la Contratación Administrativa establecía que por atrasos en el pago de sus obligaciones, la Administración reconocería intereses cuando la mora excediera de noventa días naturales.  Esta disposición fue declarada inconstitucional mediante el Voto 6432-98 del 4 de setiembre de 1998 de la Sala Constitucional al considerarse que:

“...procede declarar con lugar la acción en cuando a este otro extremo, en los términos que lo analiza la Procuraduría General de la República en su informe, esto es, porque la norma es irrazonable al exceder el plazo dentro de una eficiente gestión financiera, para producir el pago; porque lesiona el principio de intangibilidad patrimonial garantizado en el artículo 45 constitucional, puesto que supone cercenar al propietario -injustificadamente- los frutos civiles, entregándoselos devaluados, por lo cual equipara esta situación fáctica a lo que dispone el artículo 79 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, que recoge el principio inverso; porque la norma viola el principio de igualdad de trato normativo, en tanto al particular se le exige responder por cualquier atraso en sus pagos ante el Estado, sin considerar ningún plazo de gracia; y por último, porque la norma puede tener efectos discriminatorios, siendo diverso el trato, según el mayor o menor nivel de atraso en el pago...”

En el presente caso si bien medio (sic) un corto periodo de tiempo entre la presentación de las facturas para el pago de diferencial cambiario ( noviembre del 2002 ver oficio N° 507-2003 de la Contaduría)  y el dictado de la Resolución 2290 por parte del Tribunal en que se ordena su pago (5 de diciembre del 2002), como consecuencia del no visado de ley de las facturas de gobierno por parte de la Contraloría General de la República, el reclamante se ha visto perjudicado, pues  por trámites administrativos a la fecha no se ha hecho efectivo el pago de las sumas adeudadas y con anterioridad no se le había prevenido al reclamante, la presentación de requisitos adicionales para dar trámite a su gestión, la cual tampoco había sido rechazada.

Así las cosas, de conformidad con los argumentos establecidos por la Sala Constitucional y lo dispuesto en el artículo 79 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, es procedente reconocer el monto correspondiente al pago de intereses por todo el tiempo de atraso en la ejecución.

El cálculo de intereses se hará desde el momento de presentación de las facturas y hasta el efectivo depósito de las sumas adeudadas por concepto de diferencial cambiario, utilizando para dicho pago el interés legal vigente.

Finalmente deberá advertirse a la empresa reclamante que aporte en el plazo improrrogable de cinco días, las facturas por concepto de diferenciales cambiarios conforme a los requisitos exigidos por la Contraloría General de la República, pues en caso contrario se desestimará su pretensión.

Dejamos de esta forma rendido el informe solicitado, el cual con todo respeto rogamos elevar a conocimiento del Tribunal para lo que corresponda.”.

Se dispone:  Aprobar conforme se recomienda.  Póngase en conocimiento de la empresa Unisys de C.A. S.A..  ACUERDO FIRME.

c)  Del señor Mynor Mora Chang, Proveedor a.i. del Tribunal, se conoce oficio Nº. 926-2003, de 20 de agosto de este año, mediante el cual somete a consideración el resultado del estudio ordenado por el artículo 56 del RGCA, realizado a la única oferta recibida dentro de la Licitación Pública Nº. 03-2003, promovida para contratar la “Compra de discos, arreglo de discos y servicio de traslado de información para el SICI”.  Asimismo, hace la respectiva recomendación y en caso de que se acoja manifiesta que es indispensable que se ordene la realización de las actuaciones que detalla.

Se dispone:  Aprobar.  ACUERDO FIRME.

d)  Del señor Ricardo Carías Mora, Jefe del Departamento de Recursos Humanos, se conoce oficio Nº. 1477-2003-DRH, del 20 de este mes, al que adjunta solicitud de la señorita Laura Serrano Echeverría, en el que informa que el señor Javier Matamoros Guevara, Jefe a.i. de la Oficina de Comunicación y Relaciones Públicas ha sido incapacitado por 5 días a partir del 18 y hasta el 22 de agosto, por lo que siguiendo instrucciones de la jefatura titular del citado despacho, solicita que se autorice el encargo de funciones en ella durante el citado período.

Se dispone:  Aprobar el encargo de funciones que se solicita.  ACUERDO FIRME.

e)  Del señor Roberto Tovar Faja, Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, se conoce oficio Nº. ISE/217-2003, del 11 de agosto de este año, recibido el 19 de ese mismo mes, mediante el cual informa que ese despacho por medio de la Dirección del Instituto de Servicio Exterior “Manuel María de Peralta”, está programando una serie de conferencias en el marco de la celebración del 25 Aniversario del Pontificado de Su Santidad Juan Pablo II, y solicita la posibilidad de acoger gratuitamente dicha actividad los días 28 y 30 de octubre próximo, de las 5:15 a las 6:30 p.m., en el seno del Auditorio de este Tribunal.

Se dispone:  En virtud de ser una actividad académica patrocinada por el Instituto de Servicio Exterior “Manuel María de Peralta” del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, con especial complacencia, el Tribunal aprueba la solicitud que hace el señor Ministro Tovar Faja.  Tome nota el señor Director Ejecutivo.  ACUERDO FIRME.
f)  Del señor Gian Carlo Mazzali Alfaro, Secretario del Comité Ejecutivo Cantonal del partido Yunta Progresista Escazuceña, se conoce nota del 18 de este mes, en la que informa que esa agrupación política realizará la Asamblea Cantonal Extraordinaria el martes 2 de setiembre a las 7:30 p.m. en la dirección que detalla, para conocer los puntos de agenda que indica.

Se acuerda:  Se aprueba la fiscalización correspondiente de acuerdo a las posibilidades institucionales.  Póngase en conocimiento de la Coordinación de Programas Electorales, para lo de su cargo.  Respecto a la jornada extraordinaria que se genere, pase a la Dirección Ejecutiva para los efectos pertinentes.  ACUERDO FIRME.
ARTICULO TERCERO.-  De la señora Magistrada Olga Nidia Fallas Madrigal, se conoce moción de 21 de agosto de este año, para que se asignen como labores permanentes de la Msc. Arlette Bolaños Barquero Asistente Legal del Tribunal, las siguientes tareas:

a) La tramitación de las solicitudes de cancelación de la credencial de regidores, síndicos y alcaldes municipales;

b) La preparación de los borradores de los informes de las consultas relacionadas con los proyectos de ley que plantea la Asamblea Legislativa; y

c) Mantener debidamente actualizada la legislación de uso interno, a saber –entre otros- el Código Electoral, Código Municipal, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil.
Se acuerda:  Aprobar con las siguientes aclaraciones:  1) La tarea indicada en el punto b) la asumirá conjuntamente con la Asesora Jurídica a.i.; y 2)  La asignación de los expedientes de cancelación de credenciales será de los nuevos expedientes que ingresen a partir del 1º de setiembre próximo.
ARTICULO CUARTO.-  Del señor Fernando Víquez Jiménez, Coordinador del Comité Gerencial de Informática, se conoce oficio Nº. 156-2003 C.G.I., del 19 de este mes, en el que literalmente dice:
“Para los fines consiguientes me permito adjuntarle copia del acta ordinaria N. 022-2003-CGI, celebrada el 08 de agosto  del 2003 por el Comité Gerencial de Informática.

Asimismo se somete a conocimiento y aprobación de los señores Magistrados el acuerdo tomado en artículo cuarto, el cual a continuación transcribimos:

“ARTICULO CUARTO:  Del Departamento de Tecnologías de Información y Comunicación,  se  conoce el oficio Nº. 841 DTEIC del 29 de julio de este año, que dice:

“Sirva la presente para justificar las razones que nos llevaron a modificar los términos de referencia, para la adquisición de un nuevo Servidor de Desarrollo, en el sentido que debieron generalizarse sus requerimientos para que no apuntaran hacia un equipo específico.

En el estudio realizado sobre la actualización del Sun 250 de desarrollo, analizamos la posibilidad de sustituirlo por un equipo nuevo, un Sun 280. Como resultado del análisis recomendamos considerar la sustitución del Sun 250 por el Sun 280, ya que nos garantiza mayor rendimiento, un tiempo de permanencia en el mercado y el respaldo técnico del proveedor requerido para garantizar futuras actualizaciones y ampliaciones.

El objetivo de esta adquisición es disponer de un servidor de desarrollo para el Proyecto de Cambio de Plataforma del A14, que tenga la capacidad suficiente para correr el motor de base de datos Oracle 9i y sus herramientas de Java para al menos 20 desarrolladores, con la capacidad suficiente de administrar una copia de la base de datos del Sistema de Tarjeta de Identificación de Menores (TIM), residente en el Sun 6500.

Una revisión de las opciones disponibles en el mercado, nos permitió identificar una lista de los posibles equipos, de diferentes proveedores, que nos permiten cumplir con los requerimientos, de tal forma que pudimos extender los términos de referencia, para que no señalaran al Sun 280 como la única opción y garantizarnos una participación de al menos los mejores proveedores de equipos de esta categoría.

A pesar de la generalización, conservamos aquellos factores de rendimiento que permiten mantener al Sun 280 como elegible, tales como procesador con arquitectura de 64 bits, memoria caché interna (L1) de 64 KB de data y 32 KB de instrucciones, memoria caché externa (L2) de 8 Mb con ECC (protección contra Errores), capacidad de crecimiento a mínimo 2 procesadores y memoria de 2 GB con crecimiento hasta 8 GB.

Para garantizar que los equipos participantes cumplan con nuestro objetivo solicitamos las siguientes pruebas de desempeño, las cuales sabemos que cumple el Sun 280:
a.  El proveedor demostrará por medio de certificación del fabricante que las herramientas Oracle 9i (motor base de datos, servidor de aplicaciones, portal, java) funcionan de forma eficiente en el servidor propuesto.
b.  El proveedor demostrará, con la colaboración de funcionarios del Departamento de Informática, que el equipo propuesto soporta la carga de trabajo de desarrollo de las aplicaciones actuales del Sistema de Tarjeta de Identificación de Menores (TIM), instalado en el SUN 6500, por medio de la instalación de la Base de Datos de dicho sistema, ya que el equipo propuesto funcionará como servidor de desarrollo.
c.  El proveedor demostrará por medio de certificación del fabricante o de Oracle que el equipo propuesto soporta la carga de trabajo de 20 desarrolladores simultáneos en Oracle 9i.

Por lo tanto es digno reconsiderar la recomendación en el sentido de que se adquiera un servidor de desarrollo cuyas especificaciones están en poder de la Proveeduría y no indicar un modelo (SUN 280) como se había manifestado anteriormente.”.
SE ACUERDA: elevar el informe del Lic. Álvaro Artavia Mora al Tribunal, con la recomendación de que se apruebe el cambio indicado.”.
Se dispone:  Tomar nota.  Aprobar el cambio sugerido en el artículo cuarto.

ARTICULO QUINTO.-  Del señor Fernando Víquez Jiménez, Coordinador de la Comisión de Construcciones, se conoce oficio Nº. 1096- C. de C., al que adjunta copia del acta de la reunión Nº. 509-03, celebrada el 18 de agosto por dicha Comisión.

Se acuerda:  Tomar nota.
ARTICULO SEXTO.-  Del señor Alejandro Bermúdez Mora, Secretario del despacho, se conoce oficio Nº. 2499-20’03, de 19 de agosto de este año,  mediante el cual, en atención a lo dispuesto por el Tribunal en sesión Nº. 39-2003 de 27 de marzo pasado, informa sobre la solicitud de aprobación y pago de las horas extras laboradas por el personal del Archivo del Tribunal, durante el mes de febrero del año en curso.
Se acuerda:  Aprobar.
ARTICULO SETIMO.-  De la señora Marisol Castro Dobles, Directora General del Registro Civil, se conoce oficio Nº. 657-2003-D.G., del 19 del mes en curso, mediante el cual somete a consideración del Tribunal, dos ternas para llenar en propiedad las plazas de Asistente de Operación y Auxiliar de Operación, vacantes en la Oficina Regional de Pérez Zeledón.

Se dispone:  Nombrar a los señores Alexander Sequeira Valverde como Asistente de Operación en el puesto Nº. 45944 y Gisela María Montes Herrera como Auxiliar de Operación en el puesto Nº. 47859, a partir del próximo 1º de setiembre.
ARTICULO OCTAVO.-  De la señora Mary Anne Mannix, Asesora Jurídica a.i., se conoce oficio Nº. A.J. 214-2003, del 19 de este mes,  mediante el cual, en virtud de su actual nombramiento, solicita se le indique en cuáles de las comisiones y actividades en que estaba designado el Lic. Hugo Picado León, debe seguir participando.
Se dispone:  La Licda. Mannix  se mantendrá en todas las comisiones y actividades en que estaba designado el Lic. Hugo Picado León.
ARTICULO NOVENO.-  Del señor Jaime Garita Sánchez, Inspector Electoral, se conoce oficio Nº. 259 – I.E.-2003, de 18 de agosto de este año, al que,  para lo que a bien tenga disponer el Tribunal, adjunta el expediente Nº. 041-I-2003, que contiene la documentación que sustentó la Investigación Administrativa para indagar sobre lo actuado referente a un movimiento de traslado electoral contrario a lo que dicta el artículo 81 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil.
Se acuerda:  En virtud de ser el órgano resolutor, pase al señor Secretario del Tribunal para lo de su cargo.
ARTICULO DECIMO.-  Del señor Héctor Fernández Masís, Coordinador de Programas Electorales, se conoce oficio Nº. CPE-194-2003, de 19 de agosto de este año, mediante el cual informa que recibió fax del señor Guillermo Rivera R., Oficial de Operación del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), al que adjuntó copia del documento en el cual se aprueba la cooperación técnica para el uso de recursos del Fondo General de Cooperación de España, por un total de €129.190, para la preparación del Programa de Fortalecimiento Institucional del Tribunal Supremo de Elecciones.  Asimismo informa sobre la elaboración del documento que indica relacionado con los “Términos de Referencia (TORs)”, mismo que recibió por correo electrónico; documentos de los cuales agrega copia.
Se dispone:  Tomar nota.
ARTICULO DECIMOPRIMERO.-  De la señorita Laura Serrano Echeverría, Jefa a.i. de la Oficina de Comunicación y Relaciones Públicas, se conoce oficio Nº. 139-2003 CO-RRPP, de 20 de agosto del año en curso, en el que textualmente informa lo siguiente:

“Reciba un cordial saludo. Con base en el acuerdo tomado en Sesión N° 78-2003, celebrada el 24 de julio de este año, me permito comunicarles la siguiente situación que, obstaculiza de alguna manera el adecuado desarrollo de las actividades cotidianas del área de prensa de esta oficina.

El día de hoy (sic) el funcionario encargado de entregar los periódicos en la Oficina de Seguridad y Vigilancia, nos indica que el ejemplar de La Nación correspondiente a Comunicación y Relaciones Públicas no está disponible y que, "cuando aparezca" se nos entregará. Cabe mencionar que una de las labores diarias de los periodistas de las (sic) institución consiste en la revisión exhaustiva de las noticias que se publiquen y que, de alguna forma se relacionen con el Tribunal. Lo anterior con el propósito de tramitar cualquier derecho de respuesta o aclaración en los medios de comunicación. Agrego que, esta (sic) no es la primera ni la única ocasión en que la Oficina de Seguridad incumple con la entrega puntual de los periódicos. Además, todas las suscripciones de diarios ingresan todos los días  a la institución antes de las 8 de la mañana.

Por tanto, considero pertinente hacer de conocimiento al Superior esta situación que afecta la buena marcha de las labores que realiza esta oficina. Me permito entonces, muy respetuosamente, recomendar, salvo superior criterio, que los encargados de Seguridad y Vigilancia entreguen diariamente a las 8 de la mañana los periódicos directamente en la Oficina de Comunicación y Relaciones Públicas.”.
Se acuerda:  Atienda este asunto el señor Director Ejecutivo.
ARTICULO DECIMOSEGUNDO.-  Del señor Gilberto Gómez Guillén, Contador del Tribunal, se conoce:

a)  Oficio Nº. 561-2003, de 19 de agosto de este año, mediante el cual solicita se comisione a la Asesoría Jurídica para que se modifique la resolución Nº. 1843-P-2002, dictada por el Tribunal Supremo de Elecciones a las quince horas y cinco minutos del once de octubre del dos mil dos, en gestión de pago de facturas Nº. 0036620,  Nº. 0036686 y Nº. 0036687  presentadas por la empresa José Sauter e Hijos Ltda., en cuanto a los montos a reconocerle por concepto de diferencial cambiario.
Se dispone:  Proceda la Asesoría Jurídica conforme lo recomienda el señor Contador del Tribunal.
b)  Oficio Nº. 565-2003, del 19 del mes en curso, mediante el cual solicita se comisione a la Asesoría Jurídica para que redacte la resolución administrativa para reconocer el gasto correspondiente a diferencial cambiario por un monto de ¢2.898.744,83, resultado del ajuste por ese concepto de la factura Nº. 36681, por el pago del 80% del contrato para la compra de los equipos para la confección de Tarjetas de Identidad de Menores,  a favor de la empresa José Sauter e Hijos Ltda., con cargo a la subpartida 814 Amortización de Cuentas Pendientes de Ejercicios Anteriores.

Se dispone:  Proceda la Asesoría Jurídica conforme lo solicita el señor Contador del Tribunal.

ARTICULO DECIMOTERCERO.-  Del señor Ricardo Carías Mora, Jefe del Departamento de Recursos Humanos, se conoce:

a)  Oficio Nº.  1475-2003-DRH, de 19 de agosto de este año,  mediante el cual solicita autorización para continuar con el concurso a fin de nombrar a la persona que habrá de ocupar la nueva plaza de Estadístico en la Dirección Ejecutiva.
Se acuerda:  Continúese con el concurso.

b)  Oficio Nº.  1476-2003-DRH, del 19 de este mes,  al que adjunta solicitud del señor Rodrigo Fallas Vargas, Oficial Mayor Civil para que se nombre a un empleado que sustituya a la servidora Sandra Mora Navarro, durante su ausencia en virtud de su ascenso interino.  Al respecto recomienda a Rosalía Pérez Rivera y en caso de acogerse la referida petición, se sugiere el nombramiento a partir del 01 de setiembre y hasta que la titular regrese a su puesto.
Se dispone:  Aprobar el nombramiento interino conforme se propone.
ARTICULO DECIMOCUARTO.-  Del señor Federico Vargas Ulloa, Presidente de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, se conoce fax correspondiente a oficio CJ-79-08-03, del 14 de este mes, mediante el cual plantea consulta formal del proyecto “Modificación del Código Electoral y sus reformas.  Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952”, expediente Nº. 15.257, cuyo texto adjunta.
Se dispone:  Pase a estudio individual de los señores magistrados.
ARTICULO DECIMOQUINTO.-  De la Licda. Anayancy Espinoza Alvarado, de la Comisión de Rescate de Valores del Poder Judicial, se conoce nota de 18 de agosto de este año, mediante el cual agradece el préstamo de la exhibición “Tribunal Supremo de Elecciones: nueva perspectiva hacia el año 2000”, y además garantiza que la misma será devuelta en las mismas condiciones en que la recibirá el Poder Judicial, para lo cual coordinará con la señora Katia Zamora Guzmán, Jefa del Archivo del Registro Civil.
Se acuerda:  Tomar nota.  Póngase en conocimiento de la señora Jefa del Archivo del Registro Civil.
ARTICULO DECIMOSEXTO.-  Del señor Miguel Gutiérrez Saxe, Coordinador del Estado de la Nación, se conoce nota de 18 de agosto de este año, mediante el cual remite dos ejemplares del Segundo Informe sobre Desarrollo Humano en Centroamérica y Panamá, 2003.
Se dispone:  Agradecer al señor Gutiérrez Saxe el envío de ese importante documento.
ARTICULO DECIMOSETIMO.-  Del señor Mauricio García Delgado, Gerente General de Suministros Múltiples, S.A., se conoce nota de 19 de agosto del año en curso, mediante la cual solicita la posibilidad de obtener una base de datos con la información que contiene la cédula de identidad.
Se acuerda:  Se le informa al gestionante que, de conformidad con lo dispuesto por este Tribunal en sesión N°. 11653, artículo segundo, inciso l), todo escrito o petición realizada por una persona jurídica deberá ser autenticada o presentada por el firmante.  Además, deberá formularla el personero con poder suficiente de la entidad, a la cual se adjuntará la certificación que lo acredite como tal.

Asimismo se le hace saber al interesado, que cumpliéndose con los requisitos supracitados, lo que se le podría suministrar es copia del “software” o llave pública para desplegar la información que se encuentra codificada en las cédulas de identidad.
ARTICULO DECIMOCTAVO.-  Del señor Julio E. Bolaños Bolaños se conoce fax, correspondiente a nota de 18 de agosto, recibido en la Secretaría del despacho el 20 de ese mismo mes, mediante el cual consulta si el señor Marvin Murillo G. estaba facultado para ser candidato a Alcalde Municipal al momento de las elecciones en diciembre de 2002.
Se dispone:  Se le informa al gestionante que, de conformidad con lo dispuesto por este Tribunal en sesión N°. 11653, artículo segundo, inciso l), todo escrito o petición realizada por una persona física deberá estar debidamente autenticada, teniéndose por auténticas cuando sean presentadas por el firmante.
ARTICULO DECIMONOVENO.-  Del señor Gian Carlo Mazzali Alfaro, Secretario del Comité Ejecutivo Cantonal del partido Yunta Progresista Escazuceña, se conoce nota de 14 de agosto de este año, mediante la cual solicita se le indique si es de carácter obligatorio el que los partidos deban solicitar siempre un delegado de este Tribunal cada vez que se celebre una asamblea o si sólo es necesario cuando en la misma se efectúen nombramientos de personeros de los órganos del partido o a cargos de elección popular.
Se acuerda:  Proceda la Secretaría del despacho a remitir al interesado, copia de la jurisprudencia que  sobre el particular ha emitido este Tribunal.
A las doce horas terminó la sesión.
	Oscar Fonseca Montoya

	Luis Antonio Sobrado González
	Olga Nidia Fallas Madrigal
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